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aptitud  para  ser  un  gobernante  digno 
de  la  Patria. 

Ha  logrado  mantener  las  relaciones 
internacionales  en  un  pie  excelente, 
dando  respetabilidad  a  Guatemala  en 
su  trato  con  las  naciones  cultas  y 
afianzando  la  paz  interior,  tan  necesaria 
para  la  respetabilidad  propia. 

Se  cumple  el  derecho,  y  cada  ciuda¬ 
dano  se  consagra  tranquilo  a  recoger 
el  fruto  de  su  labor. 

Por  donde  quiera  se  muestran  con 
agrado  los  trabajos  del  Señor  Estrada 
Cabrera. 

Al  extender  la  vista  sobre  el  hermo¬ 
so  panorama  de  la  República  encontra¬ 
mos  vías  ferroviarias  que  la  ponen  en 
comunicación  con  ambos  océanos;  ina¬ 
lámbricos,  telégrafos,  teléfonos,  servi¬ 
cios  postales,  caminos,  comercio,  etc., 
dan  la  medida  de  la  prosperidad  alcan¬ 
zada  y  más  si  se  atiende  a  que  la  Instruc¬ 
ción  Pública  es  difundida  hoy  hasta  en 
los  más  remotos  caseríos. 

Estos  selectos  progresos  alcanzados 
son  la  comprobación  del  tino  y  cordura 
del  Señor  Estrada  Cabrera,  cuya  polí¬ 
tica  de  reparación  y  bondad  le  señalan 
como  gobernante  modelo  y  es  el  único 


OFIOI  AI- 


CANDIDATURA 

del  Señor  Licenciado  Don  Manuel  Estrada  Cabrera 
para  la  Presidencia  de  la  República 

Todos  los  clubs  de  la  República, 
y  en  una  palabra,  la  Nación  entera 
aclama  como  candidato  para  la  Pre¬ 
sidencia  de  la  República,  en  el  pró¬ 
ximo  período  constitucional,  al  Bene¬ 
mérito  de  la  Patria  Sañor'lácenciado 
Don  Manuel  Estrada  Cabrera. 

En  efecto,  la  labor  de  este  insigne 
ciudadano  como  Jefe  de  la  administra¬ 
ción  pública  durante  diez  y  ocho  años 
atrae  las  simpatías  de  nacionales  y 
extranjeros,  pues  es  garantía  de  la 
Justicia,  de  los  derechos  individuales 
y  en  una  palabra  del  libre  aprovecha¬ 
miento  del  trabajo  honrado. 

Ha  transcurrido  el  tiempo  y  los 
conocimientos  y  experiencias  del  Se¬ 
ñor  Estrada  Cabrera  se  han  acrecenta¬ 
do  en  esta  tarea  día  a  día,  de  manera 
que  para  descifrar  el  porvenir  de  la 
República  ningún  ciudadano  dispone 
en  tan  alto  grado  de  las  condiciones  de 
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Candidato  popular  capaz  de  regir  los 
destinos  del  país,  con  el  beneplácito 
nacional. 

La  Asamblea  Legislativa  con  pre¬ 
sencia  de  sus  merecimientos  le  dió 
unánime  voto  de  confianza  en  sus 
sesiones  últimas. 


20  DE  ABRIL 


En  la  visita  al  Señor  Presidente  de  la 
República  por  los  señores  Magistrados 
y  Jueces,  el  señor  González  Saravia 
se  expresó  así: 

Señor  Presidente: 

Hace  siete  años  que  mano  aleve  quiso 
.  poner  término  a  vuestros  días;  pero 
felizmente  permanecéis  firme  y  tran¬ 
quilo  labrando  el  bienestar  nacional. 

En  vuestra  labor  inmensa  os  pre¬ 
sentáis  siempre  infatigable  en  el  deber; 
y  la  Nación  entera  os  rodea  y  alienta 
en  el  camino  de  la  inmortalidad. 

La  Administración  de  Justicia  se 
siente  firme  e  inquebrantable  en  pre¬ 
sencia  de  las  garantías  de  que  goza 
cada  ciudadano,  y  es  por  lo  que 
hacemos  votos,  Señor,  porque  vuestra 
existencia  sea  próspera  y  feliz  para 
bien  de  la  Nación  que  hoy  unánime  os 
aclama  por  la  paz  y  por  todo,  para 
regir  los  destinos  de  nuestra  amada 
Guatemala  en  el  próximo  período  cons¬ 
titucional. 


ANIVERSARIO 

En  el  presente  mes  conmemoramos 
luctuosas  fechas,  como  la  de  la  sensi¬ 
ble  defunción  de  la  distinguida  señora 


- - - - - i— 

doña  Desideria  Ocampo  de  Estrada 
Cabrera,  y  nos  recuerdan  las  de  sus  muy 
am  ados  Tli  jos  don  Diego  y  don  Fran¬ 
cisco  Estrada  Cabrera. 

Partícipe  el  sentimiento  nacional  del 
duelo  del  egregio  Mandatario,  el  per¬ 
sonal  de  los  Tribunales  de  Justicia 
hace  un  recuerdo  triste  de  aquellas 
fechas  memorables. 


NECROLÓGICO 


La  Corte  Suprema  de  Justicia  ha 
dictado  acuerdo  dando  su  sentido  pó¬ 
same  al  señor  don  Luis  F.  Mendizábal, 
Ministro  de  Fomento,  por  la  sensible 
defunción  de  la  señora  doña  Segunda 
Fuentes,  madre  del  señor  Mendizábal. 


SOLEMNIDAD  DE  LA  HIPOTECA 

¿La  hipoteca  es  un  contrato  solemne? 
Es  decir,  ¿la  escritura  pública  es  de  la 
esencia  del  contrato,  se  exige  pro  for¬ 
ma  et  solemnitatem? 

Los  más  ilustres  tratadistas  moder¬ 
nos  están  por  la  afirmativa,  y  tratan 
de  justificar  su  opinión  no  sólo  con 
razones  de  derecho  positivo,  con  los 
términos  de  uua  u  otra  disposición 
legal;  pronuncian  además  la  solemni¬ 
dad  del  contrato  en  derecho  abstracto, 
aduciendo  argumentos  de  carácter  his¬ 
tórico  o  razones  jurídicas. 

Los  comentadores  del  Código  de 
Napoleón  concluyen  que  el  contrato 
es  solemne,  ajustándose  al  precepto 
de  los  artículos  2117  y  2127  de  ese 
código.  El  primero  da  una  definición : 
“la  hipoteca  convencional  es  la  que 
depende  de  las  convenciones  y  de  la 
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forma  exterior  de  los  actos  y  contratos;” 
el  segundo  dice  que  la  hipoteca  con¬ 
vencional  no  puede  ser  consentida  sino 
por  acta  otorgada  en  forma  auténtica 
ante  dos  notarios  o  ante  un  notario  y 
dos  testigos. 

Se  comprende  que,  reatados  pbr  los 
términos  estrechos  de  esas  disposicio¬ 
nes  legales,  los  comentadores  afirmen 
que  el  acta  pública  es  de  la  esencia 
del  contrato,  como  los  comentadores 
de  un  código  penal  incluyen  en  la 
lista  de  delitos  todos  los  hechos  que 
así  reputa  el  código,  aun  cuando  mu¬ 
chos  de  ellos  hayan  sido  definitiva¬ 
mente  descartados  por  la  ciencia  del 
derecho  del  catálogo  de  las  acciones 
que  legítimamente  caen  bajo  el  impe¬ 
rio  de  las  leyes  represivas. 

Pero  la  justificación  de  la  solemni¬ 
dad  de  los  contratos  hipotecarios  no  se 
limita,  por  los  que  lo  profesan,  a  la 
exclusiva  esfera  del  derecho  legal,  sino 
que  como  antes  lo  hemos  dicho,  se 
invocan  además  argumentos  históricos, 
naturalmente  diversos  según  el  país 
en  que  se  hacen,  y  razones  jurídicas  o 
derecho  abstracto  de  un  orden  general. 

Como  argumento  histórico  se  cita 
en  Francia,  por  ejemplo,  el  siguiente: 
la  creación  del  Registro  es  posterior  al 
establecimiento^  de  las  hipotecas  con¬ 
vencionales.  Éstas  se  constituían  al 
principio  bajo  formas  judiciales,  lo 
mismo  que  la  propiedad  se  trasmitía 
por  obra  de  la  ley.  La  constitución 
de  una  hipoteca  era,  pues,  una  especie 
de  sentencia ;  y  dentro  de  este  orden  de 
ideas,  es  evidente  que  ninguna  prueba 
podía  reemplazar  las  formalidades  ju¬ 
diciales,  que  no  eran  una  cuestión  de 
prueba,  sino  formas  solemnes  prescri¬ 
tas  en  interés  de  terceros  y  por  consi¬ 
guiente  de  orden  público  y  de  la 
sustancia  del  acto.  La  intervención 
del  Juez  cayó  en  desuso;  fue  reempla¬ 
zada  por  la  de  los  nefarios.  Los  nota¬ 
rios  eran  considerados  como  funciona¬ 
rios  de  justicia;  sus  actas  equivalían  a 


la  sentencia  del  juez.  De  aquí  la  con¬ 
secuencia  de  que  el  acta  auténtica  es 
de  la  sustancia  del  contrato.  (1> 

El  argumento  es  poco  convincente  y, 
aun  más,  bastante  contradictorio.  El 
que  un  contrato  haya  estado  en  lo 
antiguo  sujeto  a  formalidades  estrictas, 
no  es  razón  para  pretender  que  eterna¬ 
mente  se  le  conserve  en  el  mismo  estado, 
sin  respicencia  al  natural  desarrollo  y 
perfeccionamiento  de  las  ideas  jurídi¬ 
cas,  que  necesariamente  deben  influir 
en  la  obra  legislativa  de  los  pueblos. 
En  segundo  lugar,  y  aquí  se  manifiesta 
la  contradición,  si  las  formalidades 
judiciales  y  la  intervención  notarial 
que  las  sustituyó  no  tenían  por  objeto 
sino  garantizar  los  derechos  de  terceros, 
¿para  qué  mantener  un  formulismo 
inútil  una  vez  que  el  Registro  ha 
venido  a  garantizar  esos  derechos  con 
eficacia  incontrastablemente  mayor? 
Se  dirá  que  en  el  Registro  no  deben 
inscribirse  sino  documentos  auténticos 
y  que,  por  consiguiente,  la  exigencia 
de  la  escritura  es  de  todos  modos 
ineludible;  pero,  como  más  adelante 
tendremos  ocasión  de  verlo  en  detalle, 
no  se  sigue  de  ahí  la  necesidad  de 
pedir  la  escritura  pública  como  solem¬ 
nidad;  los  derechos  de  terceros  queda¬ 
rán  amparados  y  las  exigencias  del 
Registro  satisfechas,  ordenando  la  es¬ 
critura  pública  para  el  efecto  pro¬ 
batorio. 

Creemos  innecesario  insistir  en  la 
crítica  de  los  argumentos  históricos 
que;  o  tienen  un  interés  marcadamente 
local,  o  no  invocan  en  último  término 
sino  la  fuerza  de  inercia  de  las  preocu¬ 
paciones. 

Rogron  da  las  siguientes  razones  en 
favor  de  la  exigencia  de  una  acta  au¬ 
téntica  para  que  exista  la  hipoteca: 
“1?  La  hipoteca,  que  afecta  el  crédito 
de  los  particulares  y  perjudica  la  cir¬ 
culación  de  los  bienes,  no  podía  ser 

(1)  v.  MERLIN— Refertoire— Sypothéque— 
Sect.  I,  5  V.  2. 
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permitida  Bino  por  el  Poder  Público,  y 
consiguientemente  su  existencia  debía 
llevar  el  sello  de  ese  Poder,  por  medio 
del  concurso  de  los  funcionarios  públi¬ 
cos;  2?  Se  debía  hacer  más  difícil  un 
acto  cuyos  efectos  son  los  más  desas¬ 
trosos,  y  prevenir  por  la  intervención 
de  los  funcionarios  públicos  sorpresas 
que  hubieran  sido  tanto  más  fáciles 
cuanto  que  los  bienes  gravados  perma¬ 
nezcan  en  manos  de  los  deudores,  quie¬ 
nes  se  jactan  siempre  de  evitar  la  ex¬ 
propiación;  3?  Por  último,  pudiendo 
los  acreedores  obtener  la  venta  de  los 
bienes  hipotecados  por  medio  del  título 
que  contiene  la  hipoteca,  ese  título  de¬ 
bía  ser  siempre  auténtico,  a  fin  de  ser 
ejecutivo.”  (1) 

Como  se  ve,  las  dos  primeras  razones 
parten  de  la  suposición  de  que  el  con¬ 
trato  hipotecario  daña  el  crédito  de 
los  particulares  y  perjudica  la  circu¬ 
lación  de  los  bienes;  de  que  debe 
restringirse,  porque  sus  efectos  son  los 
más  desastrosos  y  fácilmente  se  presta 
a  sorpresas.  Estos  supuestos  son  falsos. 

La  institución  hipotecaria  facilita, 
como  auxiliar  poderosísimo  del  crédito, 
la  circulación  de  cuantiosos  capitales 
.  que  naturalmente  se  negarían  a  salir 
de  su  retraimiento,  si  no  es  al  amparo 
de  garantías  reales  e  inequívocas; 
amoneda,  por  decirlo  así,  la  riqueza 
territorial,  contribuyendo  en  parte 
muy  importante  al  fomento  de  la  for¬ 
tuna  pública.  Estas  son  verdades 
elementales,  de  todos  conocidas,  huel¬ 
ga  insistir  en  ellas.  Por  otra  parte, 
si  las  hipotecas  adolecieran  de  la  mal¬ 
dad  original  que  Rogron  les  atribuye, 
lo  que  lógicamente  debería  pretenderse 
sería  su  abolición  absoluta;  porque  no 
vemos  en  qué  forma  remedia  el  mal  la 
intervención  pasiva  que  el  Poder  Pú¬ 
blico  tiene  en  la  cosa.  A  menos  que 
se  estime  que  la  atribución  dada  a  los 
Notarios,  de  registrar  la  declaración  de 

(1)  ROGRON.—  Code  Civil  expliqué.— Ar¬ 
tículo  2127. 


los  interesados  de  que  un  contrato  ha 
sido  celebrado,  implica  una  autoriza¬ 
ción  del  Estado  bastante  eficaz  aun 
para  convertir  lo  perjudicial  en  prove¬ 
choso.  Si  el  contrato  de  hipoteca  es 
perjudicial  en  sí,  no  dejará  de  serlo 
porque  el  Poder  Público  lo  autorice, 
haciendo  intervenir  en  la  celebración 
de  él  a  uno  de  sus  delegados,  que  se 
limita  a  consignar  el  hecho,  declarado 
por  las  partes,  de  la  constitución  de  la 
hipoteca,  sin  facultad  para  modificar 
los  términos  del  contrato  principal  que 
ésta  garantiza  y  que  las  partes  celebran 
soberanamente  sin  obligación  de  so¬ 
meterse  a  solemnidad  alguna.  Cuanto 
a  la  prevención  de  posibles  engaños, 
— que  igualmente  caben  en  toda  suerte 
de  convenciones, — no  es  en  la  exigencia 
de  escritura  pública  en  donde  acertada¬ 
mente  debe  buscarse,  sino  en  la  atinada 
reglamentación  general  de  los  efectos 
de  la  hipoteca.  El  legislador  los  esta¬ 
blece  en  leyes  cuya  ignorancia  no 
puede  por  nadie  ser  alegada,  y  que  en 
hecho  son  conocidas  por  la  mayoría, 
al  menos  en  sus  conceptos  generales. 
No  creemos  fácil  que  se  dé  el  caso  de 
que  una  persona  que  tenga  bienes  y 
que  haya  llegado  a  la  edad  en  que  la 
ley  lo  autoriza  para  enajenarlos,  por¬ 
que  lo  supone  moral  e  intelectualmente 
capaz  para  ello,  ignore  lo  que  hipotecar 
un  inmueble  significa  esencialmente, 
que  es  lo  único  de  que  por  el  Notario 
podría  enterarse  en  el  acto  del  otorga¬ 
miento  de  la  escritura,  salvo  que  se  le 
imponga  al  Notario  la  obligación  de 
someter  previamente  a  un  largo  curso 
de  Derecho  a  todo  aquel  que  pretenda 
constituir  una  hipoteca. 

El  argumento  que  en  tercero  y 
último  lugar  aduce  Rogron,  a  más  de 
denotar  la  lamentable  confusión  entre 
título  ejecutivo  y  título  hipotecario ,  de 
que  a  la  vieja  práctica  francesa  acusa 

Acollas,  (1>  no  dice  nada  en  favor  de 

_ 

(1)  ACOLLAS.— Manuel  de  Dboit  Civil— 
tomo  III,  N?  2127. 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


251 


la  doctrina  de  la  solemnidad,  porque 
si  bien  es  cierto  que  sólo  los  títulos 
auténticos  deben  tener  fuerza  ejecutiva, 
no  se  deriva  de  ahí  que  debe  exigirse 
la  escritura  pública  ad  solemnitatem: 
basta  exigir  la  ad  probationem.  Acep¬ 
tado  como  bueno  tal  argumento,  habría 
de  admitirse  igualmente  el  absurdo  de 
que  sólo  los  contratos  solemnes  deben 
aparejar  ejecución.  Todos  los  contra¬ 
tos,  aun  los  llanamente  consensúales, 
pueden  llegar  a  ser  exigióles  en  la  vía 
ejecutiva;  en  esto  no  hay  ni  puede 
haber  otra  cosa  que  una  cuestión  de 
prueba.  La  doctrina  de  la  solemnidad 
no  tiene  que  hacer  nada  aquí. 

Uno  de  los  más  notables  escritores 
contemporáneos  de  Derecho  Civil,  Lau- 
rent,  explica  la  necesidad  de  que  el 
contrato  hipotecario  sea  solemne  con 
razones  tan  poco  convenientes  como  las 
que  acabamos  de  rebatir.  (1)  Para  no 
alargar  demasiado  el  examen  de  su 
doctrina*  señalaremos  desde  luego  el 
error  radical  que  la  vicia  y  que  ha  con¬ 
tribuido  más  que  ninguna  otra  cosa  a 
su  extravío  en  este  punto.  Declara 
Laurent  que  “la  hipoteca  no  tiene 
efecto  sino  respecto  a  terceros” 1  (2) ,  no 
viendo  así  sino  un  aspecto  de  la  cues¬ 
tión,  desconociendo  el  hecho  incontro¬ 
vertible  de  que  la  relación  jurídica 
que  engendra  el  contrato  hipotecario, 
a  quienes  más  directa  e  inmediatamen¬ 
te  toca  es  al  dueño  del  inmueble 
gravado  y  al  acreedor  de  éste.  Pero 
aún  cuando  hubiese  de  aceptarse  la 
teoría  que  acabamos  de  citar,  no  por 
eso  resultaría  menos  infundado  el 
principio  de  la  solemnidad  hipotecaria, 
pues  a  quienes  ésta  afecta  es  a  las 
partes  y  no  a  los  terceros. 

¿Desde  cuándo  empieza  a  existir  para 
éstos  una  hipoteca?  Desde  el  momen¬ 
to  en  que  el  instrumento  es  presentado 
al  Registro  para  su  inscripción,  no 

(1)  LAURENT.  —  Pbincifes  —  tomo  XXX, 
núms.  428  y  siga. 

(2)  Ibldem,  tomo  XXX,  pág.  403. 


desde  el  otorgamiento  de  la  escritura. 
Así  lo  enseña  el  mismo  Laurent:  “se 
ordena  la  inscripción  para  que  la  hipo¬ 
teca  tenga  efecto  respecto  a  terceros;” 
y  así  lo  han  declarado  repetidas  veces 
los  tribunales  franceses.  Aun  se  ha 
decidido  que  el  conocimiento  que,  por 
otro  medio  que  el  Registro  se  pueda 
tener  de  la  constitución  de  una  hipote¬ 
ca,  no  es  bastante  a  obligar  si  el 
gravamen  no  está  inscrito,  W 

El  Registro  es,  pues,  la  institución 
que  garantiza  los  derechos  de  terceros. 
Exigiendo  el  instrumento  público  para 
los  efectos  probatorios  y  de  inscripción, 
como  lo  exige  el  Código  Civil  Italiano, 
por  ejemplo  <2>,  esos  derechos  quedan 
perfectamente  a  salvo.  La  solemnidad 
no  trasciende  fuera  de  las  partes  mis¬ 
mas,  que  no  quedan  ligadas  en  derecho 
sino  desde  que  han  hecho  constar  la 
existencia  del  contrato  por  escritura 
otorgada  ante  un  Notario. 

Las  razones  que  en  favor  de  la 
solemnidad  expone  Laurent  concreta¬ 
mente  son  las  siguientes:  “Las  hipote¬ 
cas  son  de  orden  público,  puesto  que 
el  objeto  del  régimen  hipotecario  es 
garantizar  el  interés  de  los  terceros, 
que  se  confunde  con  el  interés  general 
y  de  procurar  al  propietario  el  crédito 
que  su  fortuna  inmobiliaria  debe  ase¬ 
gurarle.— La  hipoteca  y  las  conven¬ 
ciones  matrimoniales  son  los  más  im¬ 
portantes  a  la  vez  que  los  más  difíciles 
de  los  actos.  ¿Cuántas  partes  contra¬ 
tantes  saben  lo  que  es  la  especialidad 
de  las  hipotecas?  Sin  embargo,  si  la 
hipoteca  no  ha  sido  especializada  por 
el  contrato,  es  nula.  ¡Cuántas  hipo¬ 
tecas  serían  anuladas  si  la  ley  hubiera 
admitido  documentos  privados  para 
establecerlas!  — La  fortuna  de  los  ciu¬ 
dadanos  depende  de  las  convenciones 
hipotecarias;  era,  pues,  necesario  hacer 

(1)  V.  DALLOS.— Priviléges*  Hyfoteques, 
N9  1310,  y  SIREY— Code  Civil,  notas  al  artv  2134. 

(2)  v.  arts.  1918  y  1989  del  Cód.  Civil  Italia¬ 
no,  y  RICCI-Coeso  Teouico-Pratico  di  Dibitto 
Civile,  tomo  X,  núms.  191  y  209,  2 9  ed. 
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intervenir  a  hombres  de  ley  en  la 
redacción  de  las  actas  que  establecen 
la  hipoteca,  a  fin  de  instruir  a  las 
partes  contratantes  y  de  asegurar  la 
validez  de  sus  convenciones.”  (1) 

Hemos  analizado  ya  los  argumentos 
fundamentales  de  su  razonamiento, 
tanto  al  ocuparnos  en  la  crítica  de  la 
base  angular  de  su  doctrina,  como  al 
rebatir  las  opiniones  de  Rogron.  Para 
contestar  a  lo  demás,  nos  referimos  a 
los  siguientes  conceptos  del  profesor 
de  Derecho  Civil  en  la  Facultad  de 
París,  Marcel  Planiol:  “Puedo  vender 
mi  casa;  gravarla  con  servidumbres , 
aún  donarla  (por  medio  de  una  venta 
simulada,  con  declaración  de  haber 
recibido  el  precio),  todo  esto  por  do¬ 
cumento  privado,  y  para  hipotecarla 
tengo  necesidad  del  Notario.  Se  objeta 
que  la  constitución  de  una  hipoteca 
engendra  cuestiones  de  derecho,  sobre 
las  cuales  necesitan  las  partes  ser 
instruidas;  pero  lo  mismo  sucede  res¬ 
pecto  a  todos  los  actos  precitados.  Es 
más  bien  el  efecto  de  una  vieja  tradi¬ 
ción  que  de  una  necesidad  práctica.”  (2) 

Los  argumentos  de  Rogron  y  de 
Laurent  que  hemos  examinado,  resu¬ 
men  esencialmente  todo  lo  que  en  favor 
de  la  solemnidad  de  la  hipoteca  se 
ha  alegado.  Como  habrá  podido  ver¬ 
se,  no  se  encuentra  en  la  doctrina  una 
sola  justificación  decisiva  de  ese  prin¬ 
cipio. 

Que  el  cumplimiento  de  ciertas  for¬ 
mas  se  exija  como  condición  de  exis¬ 
tencia  en  algunos  actos  y  contratos, 
testamentos  y  compromisos  de  árbitros, 
por  ejemplo,  se  explica  y  se  justifica. 
No  se  otorga  testamento  por  lo  general 
sino  para  derogar  el  orden  de  sucesión 
que  Dios  mismo  ha  establecido;  para 
desconocer  obligaciones  naturales  que 
el  venir  a  la  vida  y  el  traer  a  ella 
otros  seres  nos  imponen.  Por  otra 

(1)  Loe.  cit. 

,,  (2)  PLANIOL.  —  Traite  eleméntairic  de 
Droit  Civil _ Tomo  II,  p.  828,  2»  Ed. 


parte,  los  testamentos  se  otorgan  casi 
siempre  in  articulo  rnortis ,  cuando  la 
voluntad  y  la  inteligencia  del  dispo¬ 
nente  están  abatidas  y  extraviadas  por 
las  dolencias  del  cuerpo  y  por  la  abru¬ 
mante  proximidad  de  la  muerte.  En 
tales  circunstancias  es  plausible  que  el 
legislador  consagre  formas  que,  a  la 
vez  que  le  recuerden  al  testador  la 
trascendencia  del  acto  que  ejecuta, 
garanticen  en  lo  posible  la  libre  expre¬ 
sión  de  su  voluntad  contra  los  engaños 
y  violencias  de  las  avideces  que  le 
solicitan  y  le  asedian,  tanto  más  cuanto 
que,  muerto  el  testador,  será  muy 
difícil  investigar  cuál  ha  sido  su  ver¬ 
dadera  voluntad,  a  falta  de  un  testi¬ 
monio  auténtico  de  ella.  Al  celebrarse 
un  compromiso  de  árbitros  se  decliua 
la  jurisdicción  del  Poder  Judicial  del 
Estado  para  someter  la  controversia  a 
la  decisión  de  uno  o  varios  particulares; 
y  cuando  el  compromiso  es  de  árbitros 
arbitradores,  aun  en  cierto  modo  se 
derogan  todas  las  leyes  que  al  punto 
en  disputa  pueden  referirse,  remitiendo 
la  decisión  de  éste  a  la  conciencia  de 
los  juzgadores.  Es  lícito  que  el  Poder 
Público  no  reconozca  un  contrato  de 
tanta  gravedad  sino  cuando  su  cele¬ 
bración  ha  sido  revestida  de  formali¬ 
dades  extraordinarias. 

La  tendencia  moderna,  sin  embargo, 
parece  inclinada  en  el  sentido  de  sim¬ 
plificar  en  lo  posible  las  solemnidades 
testamentarias,  d)  y  por  lo  que  a  los 
compromisos  de  árbitros  se  refiere,  mu¬ 
chos  códigos  modernos  no  exigen  la 
escritura  sino  para  el  efecto  probatorio. 

Sentados  los  precedentes  doctrina¬ 
rios  que  dejamos  expuestos,  nos  referi¬ 
remos  directamente  a  la  disposición  de 
nuestro  Código  Civil.  “La  hipoteca 
se  constituye  en  escrituré  pública,” 
dice  el  artículo  409.  ¿En  qué  sentido 
exige  el  legislador  la  escritura  pública, 


(1)  v.  Sentencia  Casación  de  Costa  Rica  de  2J  p. 
m.  de  25  julio  1901. 


Gaceta  de  los  tribunales 


253 


por  solemnidad  o  para  el  efecto  pro¬ 
batorio? 

Estamos  por  lo  segundo;  porque 
según  lo  hemos  consignado,  no  encon¬ 
tramos  en  teoría  ningún  fundamento 
bastante  para  exigir  la  escritura  acl 
solemntiatem;  y,  principalmente,  pro- 
que  cuando  el  legislador  costarricense 
ha  querido  consagrar  la  solemnidad 
de  un  contrato  lo  ha  hecho  en  términos 
imperativos  expresos.  Así,  al  tratar 
de  las  donaciones,  dice  que  la  de 
muebles  cuyo  valor  exceda  de  doscien¬ 
tos  cincuenta  pesos  y  la  de  inmuebles 
deben  hacerse  en  escritura  pública;  y 
agrega:  “ Faltando  este  requisito  la 
donación  es  absolutamente  nula."  (Ar¬ 
tículo  1397). 

La  regla  general,  fundada  en  las 
leyes  naturales,  es  que  el  consenti¬ 
miento  basta  para  que  haya  conven¬ 
ción.  No  es  sino  por  excepción  que  se 
impone  el  cumplimiento  de  determina¬ 
das  formalidades  para  que  un  contrato 
exista,  ú)  Y  las  excepciones  deben 
interpretarse  estrictamente  y  no  admi¬ 
tiré  sino  cuando  la  ley  las  declara  de 
modo  categórico. 

(1)  i!.  DEMOLOMBE.  —  Codb  Civil.,  tomo 
XXIV,  p.  36. 

(De  “El  Foro”  de  San  José  de  Costa  Kica). 


ESTUDIO  COMPARATIVO 

sobre  principios  fundamentales  de  Derecho  Interna¬ 
cional  Privado  del  Código  Civil  Español 

EL  DOMICILIO  Y  LA  NACIONALIDAD 

¿Cuál  es  la  ley  única  (ya  que  unáni¬ 
memente  se  reconoce  por  todos  los 
autores  y  por  todas  las  legislaciones 
la  necesidad  de  que  se  rija  el  estado  y 
capacidad  de  la  persona  por  una  sola 
y  única  ley)  que  debe  regir  el  estado 
y  capacidad  ? 

¿Cuál  debe  ser  el  criterio  que  fije  y 
regule  la  ley  personal?  La  ley  nacio¬ 


nal,  según  nuestro  Código  Civil.  La 
ley  del  domicilio,  según  la  legislación 
de  la  Gran  Bretaña,  la  de  la  América 
del  Norte  y  las  del  Código  prusiano  y 
las  del  Código  argentino,  brillantemen¬ 
te  sostenida  después  por  Savigny 
fué  siempre  la  ley  del  domicilio  la 
reconocida  y  adoptada  por  los  escritores 
estatutarios,  no  sólo  por  razón  de 
principios  y  de  doctrinas  (era  en 
D  ’  Argentró  y  Boullenois,  por  ejemplo, 
la  única  ley  aplicable  a  los  llamados 
estatutos  personales),  sino  porque, 
como  demuestra  Láiné,  ‘‘les  lois  natio- 
nales  alors  n’etaient  pas  formées.” 
(Sólo  existían  leyes  municipales  o  séase 
derecho  local,  con  el  nombre  de  “esta¬ 
tutos,”  de  donde  tomó  su  nombre  la 
doctrina. 

La  escuela  italiana,  en  (¿i  cual  se 
inspiró  nuestro  Código  Civil,  acepta  y 
proclama,  según  hemos  dicho,  la  ley 
de  la  nacionalidadj  lo  mismo  que  aquél, 
Y  las  reglas  dictadas  en  la  sesión  de 
Oxford  (1880)  por  el  Instituto  de 
Derecho  Internacional,  que  parecen  ser 
’las  que  definitivamente  adopta  el  De¬ 
recho  I#dernacional  privado,  consagran 
el  mismo  principio  de  la  nacionalidad. 
“El  estado  y  capacidad  de  una  perso¬ 
na-decían  las  resoluciones  adoptadas 
en  la  referida  sesión  por  aquel  sabio 
Instituto — se  rigen  por  las  leyes  del 
Estado  a  que  aquella  pertenezca  por 
su  nacionalidad.  Cuando  una  persona 
no  tiene  nacionalidad  conocida,  su 
estado  y  capacidad  se  regirán  por  las 
leyes  de  su  domicilio.  En  el  caso  de 
que  diversas  leyes  civiles  coexistan 
dentro  de  un  mismo  Estado,  las  cues¬ 
tiones  relativas  al  estado  y  capacidad 
de  un  extranjero  se  decidirán  con  arre¬ 
glo  al  derecho  interior  del  Estado  a 
que  pertenezca.  Esta  última  solución 
del  Instituto  de  Derecho  Internacional, 
en  el  caso  de  leyes  coexistentes  en  el 

(1)  Sistema  del  Derecho  Romano  actual,  tra¬ 
ducción  española  por  los  señores  Mesia  y  Polei — 
Barcelona  1878-1879,  volúmen  4. 
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mismo  Estado,  si  bien  es  satisfactoria, 
fué  sustituida  por  el  proyecto  de  M. 
M.  Arntz  y  Westlake,  según  el  cual 
debía  prevalecer  para  dicho  caso  la 
ley  del  domicilio.  De  suerte  que  la 
solución  que  definitivamente  adoptó 
el  Instituto  de  Derecho  Internacional 
y  que  aceptan  casi  unánimemente  los 
autores  h)>  es  la  siguiente:  que  el  estado 
y  capacidad  de  una  persona  deben 
regirse  por  las  leyes  del  Estado  a  que 
pertenezca,  por  su  nacionalidad,  o  por 
las  leyes  del  lugar  de  su  domicilio, 
cuando  no  tenga  nacionalidad  conocida, 
o  en  el  caso  de  coexistir  diversas  legis¬ 
laciones  civiles  en  el  mismo  Estado,  <1 2> 
(como  en  Austria  Hungría  y  los  Estados 
Unidos  por  ejemplo). 

Distinto  criterio  es  el  que  domina 
en  las  legislaciones  civiles  Hispanoa¬ 
mericanas,  pues  en  éstas,  lo  mismo 
que  en  el  proyecto  de  Código  Civil 
español  de  1851,  se  proclama  por  regla 
general  el  principio  del  domicilio , 
inspirándose  como  es  notorio  en  las 
ideas  y  doctrinas  del  gran  Savigny. 
De  acuerdo  con  éstas,  se  declara,  por 
ejemplo  en  los  artículos  6  y  7  del  Código 
Civil  argentino  que  el  domicilio  y  no 
la  nacionalidad  es  el  que  determina  el 
“asiento  jurídico”  de  las  personas  para 
saber  qué  leyes  civiles  deben  regir  su 
capacidad  de  derecho. 

No  vamos  a  entrar,  porque  sería 
inoportuno,  en  el  estudio  y  compara¬ 
ción  de  las  opuestas  doctrinas  del 
“domicilio”  y  de  la  “nacionalidad,, 
como  determinantes  y  calificativas  de 
la  extraterritorialidad  de  las  leyes  per¬ 
sonales.  Hemos  querido,  sin  embargo, 
aludir  a  la  ley  del  domicilio,  porque 
es  la  que  está  en  pugna,  dentro  del 

(1)  V éase  especialmente  la  obra  de  C.  Calvo, 
Le  Droit  International  Theorique  et  Practique.  París 
1887-1888,  que  en  el  segundo  volumen,  capitulo  I,  I 
expone  con  notable  lucider  las  doctrinas  relativas 
a  la  nacionalidad  y  expresa  el  criterio  que  afir¬ 
mamos. 

(2)  Ya  desde  1874,  en  la  sesión  de  Ginebra 
del  mismo  Instituto,  habla  declarado  los  mismos 
principios  el  ilustre  Mancini. 


Derecho  Internacional  Privado,  tanto 
en  el  terreno  de  la 'doctrina  como  en  el 
de  las  legislaciones  positivas,  con  el 
principio  o  ley  de  la  nacionalidad. 
Además,  por  lo  que  respecta  a  los 
países  Hispanoamericanos,  queremos 
consignar  el  especial  criterio  o  punto 
de  vista  desde  el  cual  se  combate  en 
ellos  el  sistema  de  la  nacionalidad. 

UN  PUNTO  DE  VISTA  AMERICANO 

El  ilustre  Doctor  Quintana  h)  expre¬ 
sa  elocuentemente  el  punto  de  vista 
americano  de  la  cuestión.  Entiende  el 
distinguido  publicista  que  el  sistema 
de  la  nacionalidad  “levanta  un  obstá¬ 
culo  para  la  homogeneidad  en  el  pre¬ 
sente,  y  envuelve  un  peligro  para  la 
unidad  en  lo  futuro  de  todos  los  pue¬ 
blos  del  Continente  Americano.  Data 
de  ayer  la  inmigración  individual,  que 
busca  hospitalidad  sometiéndose  sin 
reserva  a  la  ley  del  país  que  fraternal¬ 
mente  le  recibe  en  su  seno.  Las  nacio¬ 
nes  americanas,  recibiendo  continua¬ 
mente  millares  de  inmigrantes  de  todas 
las  nacionalidades  existentes,  perde¬ 
rían  rápidamente  su  propia  cohesión 
si  la  capacidad  de  los  inmigrantes,  su 
estado  y  familia,  hubieran  de  conti¬ 
nuar  regidos  para  siempre  por  leyes  de 
la  patria  abandonada.  Su  unidad  polí¬ 
tica,  expresión  elevada  de  la  soberanía, 
no  tardaría  tampoco  en  resentirse  de 
su  falta  de  unidad  legislativa,  y  el 
fraccionamiento  sería,  con  el  tiempo, 
la  amenaza  constante  de  su  inte¬ 
gridad.” 

El  no  menos  ilustre  don  *  Manuel 
Torres  Campos,  insigne  Profesor  de 
Derecho  Internacional  de  la  Universi¬ 
dad  de  Granada,  corrobora  la  misma 
opinión.  “La  mayor  parte  de  los  Esta¬ 
dos — dice — y  sobre  todo  aquellos  en 
que  es  más  numerosa  la  inñiigración, 
las  Repúblicas  Argentina  y  del  Uru¬ 
guay,  adoptan,  por  estar  más  en  armo- 

(1)  Actas  del  Congreso  de  Montevideo ,  páginas 
395  y  396. 
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nía  con  sus  condiciones  sociales,  dado 
el  gran  número  de  los  extranjeros  de 
diferentes  naciones  establecidos  en 
ellas,  el  mismo  principio  de  Savigny 
y  de  los  jurisconsultos  ingleses”  di-  Ins¬ 
pirado  en  este  pensamiento,  el  Congreso 
Internacional  Sudamericano  de  Monte¬ 
video  (1889),  declaró  que  ‘‘la  ley  del 
domicilio  es  la  que  rige  la  capacidad 
de  las  personas” 

No  vemos  la  razón  por  la  cual  deba¬ 
mos  rechazar  el  principio  de  la  nacio¬ 
nalidad,  cuyo  alto  fundamento,  cientí¬ 
fico  y  racional,  han  demostrado  admi 
rablemente  los  jurisconsultos  de  la  es¬ 
cuela  italiana.  Por  tanto,  diferimos 
del  criterio  de  los  publicistas  citados, 
inspirados,  seguramente,  en  nobles  y 
levantadas  ideas,  pero  incontestable¬ 
mente  débil  en  el  terreno  de  los  princi¬ 
pios.  Además,  alguna  legislación  Sud¬ 
americana  ha  podido  inspirarse  en  los 
principios  de  la  escuela  italiana  sin 
experimentar  ninguno  de  los  males 
que  se  han  profetizado  como  conse¬ 
cuencia  de  ese  sistema.  Es  indudable 
que  la  razón  en  que  se  fundan  los  se¬ 
ñores  Quintana  y  Torres  Campos  para 
atacar  el  principio  de  la  nacionalidad 
de  las  leyes,  es  erróneo  e  insostenible. 
La  cohesión  política  de  los  pueblos  no 
puede  perturbarse  jamás  por  el  dere¬ 
cho  civil,  pues  cuando  éste  pretende 
vulnerar  la  soberanía  política,  se  im¬ 
pone  a  nombre  del  ‘‘orden  público”  la 
territorialidad  de  las  leyes.  Precisa¬ 
mente  el  ‘‘orden  público  internacio¬ 
nal”  constituido  por  los  atributos  esen¬ 
ciales  de  la  soberanía  y  por  los  princi¬ 
pios  fundamentales  de  la  organización 
política  y  del  derecho  público,  forma, 
junto  con  la  regla  locus  recjit  actum  y 
la  autonomía  o  autarquía  de  la  volun¬ 
tad,  las  necesarias  excepciones  o  ate- 

(1)  "EspaGa  en  los  tratados  de  Motevideo,”  artí¬ 
culo  publicado  en  la  Revista  dct  Fot  o,  de  la  Haba¬ 
na,  tomo  2,  segunda  época,  página  413. 

(2)  Articulo  1,  Actas  y  Tratados  del  Congreso 
Internacional  Sudamericano  de  1889,  páginas 
540  y  954. 


nuaciones  del  principio  de  la  naciona¬ 
lidad  de  la  ley,  reconocidas  unánime¬ 
mente  por  todos  los  jurisconsultos  de 
la  escuela  italiana.  Esas  leyes  de  orden 
público,  cuya  observancia  se  impone 
siempre  en  el  territorio  que  las  dicta,  a 
regnícolas  y  extranjeros,  son  superio¬ 
res  a  la  voluntad  individual  y  prefe¬ 
rentes  y  superiores  a  toda  ley  extran¬ 
jera.  ‘‘El  Estado  tiene  la  facultad  de 
conservarse  y  defenderse  y  de  rechazar, 
por  lo  tanto,  las  leyes  que  contradigan 
las  bases  fundamentales  en  que  su  or¬ 
ganización  descansa,”  dice  Weiss,  ilus¬ 
tre  escritor  y  tratadista  de  la  escuela 
italiana.  No  cabe,  pues,  pensar  en  el 
peligro  que  indican  los  distinguidos 
publicistas,  antes  citados,  pues  siem¬ 
pre  que  con  la  ley  extranjera  que  se 
invoque  se  ponga  en  peligro  o  riesgo 
la  soberanía  del  Estado,  o  la  ‘‘unidad 
política,”  de  que  habla  el  Doctor 
Quintana,  el  Estado  podrá  legítima¬ 
mente  rechazar  aquélla  e  imponer  en 
su  lugar  la  estricta  aplicación  del  de¬ 
recho  nacional,  es  decir,  de  la  ley  terri¬ 
torial. 

No  negamos,  sin  embargo,  aquellas 
necesidades  que  indispensablemente 
imponen  eficaces  y  necesarias  solucio¬ 
nes  en  los  países  hispanoamericanos 
y  a  que  aluden  los  citados  publicistas. 
Pero  estimamos  que  el  remedio  eficací¬ 
simo  para  aquellas  necesidades  nacidas 
de  la  constante  inmigración  extranjera 
y  el  medio  fecundo  para  evitar  los  peli¬ 
gros  que  indican  los  referidos  publicis¬ 
tas,  está  en  la  franca  aplicación  del 
Jus  soli  como  criterio  exclusivo  (domi¬ 
nante  ya  en  casi  todos  los  pueblos  his¬ 
panoamericanos),  o  del  jii8  soli ,  en 
combinación  con  el  jus  sanguínea ,  se¬ 
gún  se  preceptúa  en  nuestra  Consti¬ 
tución  d). 

No  tenemos,  por  otra  parte,  que 
defender  la  superioridad  y  ventaja, 

(1)  Véase  sobre  el  particular  el  luminoso  estudio 
de  Alexandre  Álvarez  en  su  notable  libro  Le 
Droit  International  Atnericain ,  páginas  284  y  si¬ 
guientes. 
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tanto  práctica  como  doctrinal,  de  la 
ley  nacional  sobre  la  del  domicilio. 
Reconócenlo  así  casi  todos  los  tratadis¬ 
tas  (Mancini,  Bar,  Esperson,  Fiore, 
Asser,  Laurent,  Weis).  Pero  aparte  de 
que  extenderíamos  demasiado  este  tra¬ 
bajo  y  de  que  ya  hemos  dicho  lo  sufi¬ 
ciente  sobre  el  particular,  al  comentar 
reproducirlos  elocuentes  párrafos  de 
Mancini  y  Laurent,  que  oportunamen¬ 
te  citamos,  no  es  necesario  que  insista¬ 
mos  sobre  ello:  nuestro  Código  Civil, 
en  su  artículo  9,  consagra  explícita¬ 
mente  tel  principio  de  la  nacionalidad. 


Corte  Suprema  de  Justicia 


RESOLUCIONES 

CIVIL 

Sa  deaastima  un  recurso  tratándose 
de  un  auto 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Gua¬ 
temala,  diez  de  abril  de  mil  novecien¬ 
tos  quince. 

Visto  por  recurso  de  casación  y  con 
los  antecedentes  de  que  procede  el 
auto,  fecha  diez  y  ocho  de  enero  pró¬ 
ximo  pasado,  en  que  la  Sala  3^  de 
Apelaciones  confirma  el  que  dictó  el 
Juez  3?  de  1&  Instancia  de  este  depar¬ 
tamento,  en  el  cual,  dejando  a  salvo 
los  derechos  de  la  señora  García  v.  de 
Planas  para  que  pueda  ejercitarlos  en 
la  vía  y  forma  que  corresponde,  decla¬ 
ra  sin  lugar  la  solicitud  de  dicha  seño¬ 
ra,  relativa  a  que  por  haberse  decla¬ 
rado  improcedente  el  juicio  de  des- 
haucio  que  contra  ella  siguió  doña 
Trinidad  G.  de  Conde  se  le  dé  pose¬ 
sión  de  la  galera  número  27 A  de  la 
9^  Avenida  Norte  de  esta  ciudad. 

Resultando:  que  contra  el  auto  refe¬ 
rido  introdujo  el  presente  recurso  la 


señora  García  v.  de  Planas,  por  estimar 
violados  los  artículos  1,523  del  Código 
de  Procedimientos  Civiles  189 — 190 
inciso  6*?  y  196  del  Decreto  número  273. 

Considerando:  que  por  no  tener  el 
carácter  de  definitiva  la  resolúción 
que  se  examina,  una  vez  que  deja 
expedito  el  derecho  de  la  señora  Gar¬ 
cía  v.  de  Planas  para  que  pueda  ejer¬ 
citarlo  en  el  juicio  correspondiente, 
no  cabe  el  recurso  interpuesto,  artículo  * 
1870  Procedimientos  Civiles. 

Por  tanto:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  con  fundamento  de  lo  que 
dispone  el  artículo  1887  Procedimien¬ 
tos  Civiles,  desestima  el  recurso  de  que 
se  hizo  relación,  manda  ingresar  a  la 
Receptoría  de  Fondos  de  Justicia  la 
cantidad  depositada  y  condena  a  la 
parte  que  lo  introdujo  al  pago  de  las 
costas  de  esta  iucidencia. 

Notifíquese  y  como  corresponde  de¬ 
vuélvanse  los  autos  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Antonio  G.  Saravia. — José  A.  Beteta. — 

J.  Manuel  Klée.— Quirino  Flores  y  Flo¬ 
res. — J.  Leopoldo  Rosales. 

José  Salazar  Z., 

Secretarlo. 

— 

_j  - 

CRIMINAL 

Aplicación  del  articulo  674  del  Código 
de  Procedimientos  Penales 

_______  i 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Gua¬ 
temala,  diez  y  ocho  de  marzo  de  mil 
novecientos  quince. 

Visto,  por  recurso  de  casación  y  con 
sus  antecedentes  respectivos,  el  auto 
que  dictó  la  Sala  l’l  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  con  fecha  diez  de  noviem¬ 
bre  de  mil  novecientos  catorce,  por  el 
cual  confirma  la  resolución  proferida 
por  el  mismo  Tribunal  el  diez  y  siete 
de  octubre  anterior,  en  que  poniendo 
término  al  ocurso  de  queja  que  doña 
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Victoria  Castro  v.  de  Cordero  presentó 
contra  el  Juez  6“  de  14  Instancia  de 
este  departamento,  declara:  que  debe 
retirarse  la  orden  de  captura  librada 
contra  la  primera  con  motivo  de  la 
causa  que  por  el  delito  de  hurto  le 
inició  doña  Rosaura  Coronado  v.  de 
Paiz:  que  se  entregue  a  aquélla  un  carro 
de  sal  secuestrado  a  solicitud  de  la  acu¬ 
sadora;  y,  por  último,  se  previene  al  Juez 
de  la  referida  causa  resuelva  la  cuestión 
prejudicial  que  se  alega  con  vista  de 
los  hechos  expuestos  por  la  querellante 
y  acusadora. 

Resulta:  que  el  tres  de  octubre  de 
1914,  doña  Rosaura  Coronado  se  presen¬ 
tó  ante  el  Juez  2?  de  Paz  de  esta  ciudad 
acusando  a  doña  Victoria  Castro  v.  de 
Cordero  por  hurto  de  la  sal  que  elabo¬ 
raba  en  unas  salinas  ubicadas  en  el 
puerto  de  San  José,  y  que  asegura  hubo 
por  herencia  de  su  esposo  don  Abel 
Paiz;  solicitando,  además,  el  secuestro 
de  un  carro  conteniendo  dicho  artículo, 
que  se  encuentra  en  la  estación  del  Fe¬ 
rrocarril,  así  como  la  captura  de  la 
señora  viuda  de  Cordero.  Junto  con 
su  querella  presentó  varios  documen¬ 
tos,  y  ofreció  prueba  testifical  en  apoyo 
de  su  acción. 

Instruidas  las  primeras  diligencias, 
el  expresado  funcionario  libró  las 
órdenes  solicitadas,  pasando  en  segui¬ 
da  la  causa  al  conocimiento  del  Juez 
fió  de  14  Instancia. 

Resulta:  que  la  acusada,  en  memo¬ 
rial  de  8  del  mes  referido,  pidió  que 
con  el  mérito  de  la  documentación  que 
presentaba  se  retiraran  las  dos  órdenes 
de  que  se  hizo  relación,  a  lo  cual  el 
Juez  se  limitó  a  mandar  agregar  a  sus 
antecedentes  la  solicitud  presentada. 

Resulta:  que  con  vista  de  ese  proce¬ 
dimiento,  la  señora  v.  de  Cordero  «ocu- 
rrió  en  queja  ante  la  Sala  1®  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  promoviendo  el 
ocurso  correspondiente,  el  cual,  previo 
informe,  fué  resuelto  en  el  sentido  de 
que  se  hizo  mérito,  en  auto  de  diez  y 


siete  dél  citado  mes,  y  confirmado  me¬ 
diante  el  recurso  de  revisión  en  diez  de 
noviembre  del  mismo  año. 

Resulta:  que  contra  dicha  ejecutoria, 
la  querellante  señora  Coronado  v.  de 
Paiz,  auxiliada  por  un  abogado,  intro¬ 
dujo  el  presente  recurso  por  infracción 
de  ley  y  de  procedimiento,  citando 
como  infringidos  los  artículos  30,  31, 
33,  514,  515,  674  inciso  3(\  677  y  718  del 
Código  de  Procedimientos  Penales. 

Considerando:  que  el  recurso  de  ca¬ 
sación  en  los  juicios  penales,  por 
infracción  de  ley,  si  se  interpone  contra 
resoluciones  interlocutorias  solamente 
procede  cuando  se  refiere  a  los  autos 
que  expresan  los  incisos  2?,  3‘\  4?,  y  5? 
del  artículo  674  del  Código  de  Proce¬ 
dimientos  en  materia  penal,  entre  los 
cuales,  como  se  ve  de  la  relación  que 
precede,  no  está  comprendido  el  que 
dictó  la  Sala  14  de  la  Corte  de  Apela¬ 
ciones.  resolviendo  el  ocurso  de  queja 
contra  el  Juez  6?  de  este  departamento. 

Considerando:  que  la  determinación 
del  Tribunal  de  Segunda  Instancia 
previniendo  al  de  Primera  resuelva 
acerca  de  ja  cuestión  prejudicial  que  se 
presenta  conforme  a  los  hechos  alegados 
por  acusadora  y  acusada,  no  quebran¬ 
ta  el  procedimiento  al  tenor  del  artícu¬ 
lo  677  del  citado  Código. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y 
en  lo  dispuesto  por  el  artículo  690  del 
respectivo  Código  de  Procedimientos 
Penales,  declara  improcedente  el  recur¬ 
so  e  impone  a  la  parte  que  lo  interpuso 
quince  días  de  arresto,  conmutables 
con  un  peso  diario. 

Notifíquese,  y  con  certificación  de¬ 
vuélvanse  los  autos  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Antonio  G.  Saravia. — José  A.  Beteta. — 
J.  Manuel  Klée. — Quirino  Flores  y  Flo¬ 
res. — José  Barillas  V. 

J.  Ramón  Pareja, 

Secretario  Accidental . 
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CRIMINAL 

Absolución  por  falta  de  prueba 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Gua¬ 
temala,  once  de  marzo  de  mil  nove¬ 
cientos  quince. 

Vista  con  la  causa  de  que  procede  y 
mediante  recurso  de  casación,  la  sen¬ 
tencia  que  dictó  la  Sala  4^  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  con  fecha  seis  de  no¬ 
viembre  del  año  próximo  pasado,  por 
la  cual,  con  la  única  reforma  de  decla¬ 
rar  que  el  enjuiciado  no  queda  sus¬ 
penso  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos  por  no  ser  ciudadano  guate¬ 
malteco,  confirma  en  las  demás  partes 
que  contiene,  lo  que  pronunció  el  Juez 
D?  de  1^  Instancia  del  departamento 
de  Quezaltenango,  el  veintinueve  de 
julio  anterior,  en  la  cual  condena  a 
Abelardo  Solís  Guiñón,  como  autor 
del  delito  de  estafa,  a  sufrir  la  pena 
de  tres  años  con  cuatro  meses  de  pri¬ 
sión  correccional,  conmutable  hasta  en 
sus  dos  terceras  partes,  y  se  hacen  las 
demás  declaratorias  procedentes  en  de¬ 
recho.  , 

Resulta:  que  el  21  de  agosto  de 
1913,  don  José  R.  Ambrosio,  en  repre¬ 
sentación  de  doña  Olimpia  Oajas  viu¬ 
da  de  López,  según  poder  que  ésta  le 
confiriera,  presentó  al  Juzgado  l<-)  de 
1^  Instancia  del  departamento  de  Que¬ 
zaltenango,  el  memorial  de  fojas  4  y  5 
de  la  causa,  en  el  cual  refiere:  que  su 
poderdante  comisionó  a  don  Abelardo 
Solís  Guiñón  para  que  en  su  nombre  y 
representación,  hiciera  efectivos  y  re¬ 
caudara  ciertos  créditos  de  su  difunto 
esposo,  el  Doctor  don  Antonio  López, 
los  cuales  quedaron  pendientes  al  fa¬ 
llecimiento  de  éste;  que  habiéndose 
trasladado  Solís  Guiñón  a  la  República 
Mejicana,  y  recaudando  la  suma  de 
dos  mil  seiscientos  treinta  y  tres  pesos, 
se  negaba  a  entregárselos  no  obstante 
el  requerimiento  de  pago  que  le  había 
hecho  y  haberse  constituido  depositario 


por  dicha  cantidad,  en  documento  que 
al  efecto  firmó  ante  el  Notario  don  Fi- 
ladelfo  J.  Fuentes;  que  por  lo  relacio¬ 
nado  y  de  conformidad  en  el  precepto 
del  artículo  408,  inciso  5^  del  Código 
Penal,  acusaba  al  expresado  Solís  Gui¬ 
ñón  por  el  delito  de  estafa,  a  efecto  de 
que  en  su  oportunidad  se  le  condenara 
a  sufrir  la  pena  corporal  correspon¬ 
diente,  y  a  la  devolución  de  la  referida 
cantidad  de  dos  mil  seiscientos  treinta 
y  tres  pesos,  o  su  equivalente  en  mo¬ 
neda  nacional,  al  cambio  del  nueve 
por  ciento.  El  querellante-  citó  como 
testigos  a  los  Licenciados  don  Filadelfo 
J.  Fuentes  y  Francisco  Z.  Mazariegos, 
y  a  don  Alvaro  Rodríguez  y  Juan  Ma¬ 
zariegos  Herrarte;  y  acompañó  a  su 
expresado  memorial,  copia  extendida 
por  un  Notario  Público  del  documento 
privado  que,  con  fecha  8  de  junio  de 
1913,  aparece  otorgado  por  don  Abe¬ 
lardo  Solís  Guiñón  constituyéndose 
depositario  de  la  referida  cantidad  de 
dos  mil  seiscientos  treinta  y  tres  pesos 
plata  mejicana,  provenientes  de  los 
créditos  mortuorios  cuya  recaudación 
le  encomendó  la  viuda  del  Doctor 
López. 

Resulta:  que  ratificada  la  querella, 
fueron  examinados  varios  de  los  cita¬ 
dos  testigos,  los  cuales,  por  su  orden, 
declararon  lo  siguiente:  Alvaro  Rodrí¬ 
guez,  en  su  primera  deposición,  que 
hacía  como  diez  meses,  más  o  menos,  en¬ 
contrándose  en  casa  de  doña  Olimpia  de 
López,  presenció  que  esta  entregó  a  So¬ 
lís  Guiñón,  (supone  en  calidad  de  prés¬ 
tamo),  una  suma  de  más  de  dos  mil  pe¬ 
sos,  moneda  mejicana;  y  en  su  segunda, 
que  sólo  oyó  que  el  sindicado  dijo  a 
doña  Olimpia,  estando  en  la  puerta  de 
su  casa,  en  el  mes  de  junio  de  1913, 
que  dentro  de  ocho  días  le  entregaría 
el  dinero  del  intestado  de  su  esposo, 
Doctor  López.  Juan  Mazariegos  He¬ 
rrarte,  que  habiéndose  encontrado  en 
la  cañe  con  el  procesado,  en  el  mes  de 
junio,  el  segundo  le  refirió  que  tenía 
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la  pena  de  entregar  a  la  viuda  del 
Doctor  Antonio  López  la  suma  de  tres 
mil  pesos  plata  mejicana,  recaudada 
en  Méjico  por  encargo  de  aquella, 
pero  que  mientras  verificaba  la  entrega 
le  otorgaría  un  documento.  Licencia¬ 
do  Filadelfo  J.  Fuentes,  que  por  reque¬ 
rimiento  de  doña  Olimpia  C.  v.  de  Ló¬ 
pez,  autorizó  un  poder  que  ésta  confirió 
a  don  Abelardo  Solís  Guillén  para  ha¬ 
cer  efectivas  en  Méjico,  varios  créditos 
de  la  mortual  del  esposo  de  aquella; 
que  en  junio  de  1913,  llegaron  a  su 
bufete,  la  expresada  señora  y  Solís 
Guillén,  y  éste  confesó  ante  el  decla¬ 
rante  que  cumpliendo  con  el  mandato 
recibido,  recaudó  una  suma  de  más, 
de  dos  mil  pesos  moneda  mejicana,  la 
cual  no  pudo  entregar  de  momento, 
por  lo  que,  por  indicación  del  expo¬ 
nente,  la  reconoció  como  depósito  en 
el  documento  que  firmó  y  de  que  hizo 
relación. 

Resulta:  que,  lograda  la  captura  de 
Solís  Guillén,  el  diez  y  ocho  de  octu¬ 
bre  siguiente,  fué  interrogado  y  expu¬ 
so:  que  en  el  ejercicio  del  mandato  que 
recibió  de  la  viuda  del  Doctor  Antonio 
López,  pasó  á  Méjico  e  hizo  efectivos 
varios  créditos  de  la  mortual  del  se¬ 
gundo,  los  cuales  ascendieron  a  dos 
mil  pesos  que  sumados  con  seiscientos 
que  le  entregó  don  José  Revuelto,  tra¬ 
jo  a  esta  República;  pero  que  al  entre¬ 
gárselos  a  su  comitente,  ésta  se  negó  a 
descontar  el  importe  de  sus  gastos, 
motivo  por  el  cual  regresó  a  Méjico 
para  devolver  dichas  cantidades  al  se¬ 
ñor  Revuelto,  apoderado  en  aquella 
República  de  la  señora  viuda  de  Ló¬ 
pez,  mas  al  pasar  por  la  frontera,  en 
la  estación  férrea  “El  Mariscal,”  tro¬ 
pas  del  Gobierno  mejicano  lo  hicieron 
preso,  decomisánd.ole  valija  y  el  dinero, 


por  lo  que  no  pudo  ya  comprobar  sus 
cuentas  de  gastos  y  devolver  tales  canti¬ 
dades,  limitándose  a  reconocer,  en  cali¬ 
dad  de  depósito,  los  dos  mil  seiscientos 
pesos,  según  el  documento  de  8  de  junio 
ya  referido  y  que  reconoce  como  suyo. 

A  solicitud  fueron  examinados  Isaías 
Robelo  y  Jesús  E.  Román,  quienes 
afirman  haber  presenciado  que  en  el 
mes  de  junio  de  1913,  una  escolta  de 
armas  de  Méjico,  hizo  preso  al  preve¬ 
nido  y  le»  decomisó  una  valija  conte¬ 
niendo  billetes  de  la  moneda  de  aquella 
República,  una  suma  de  dos  mil  qui¬ 
nientos  a  tres  mil  pesos. 

Resulta:  que  a  pedimento  de  la  par¬ 
te  acusadora,  la  causa  se  abrió  a 
prueba  por  el  término  ordinario  de 
cuarenta  días,  y  vencido  dicho  termi¬ 
nó,  y  llenados  los  demás  trámites  lega¬ 
les,  se  profirió  el  fallo  de  veintinueve 
de  julio  del  año  próximo  anterior,  que 
con  la  única  reforma  ya  indicada,  se 
confirmó  en  la  ejecutoria  de  que  se 
hizo  mérito  fecha  seis  de  noviembre 
del  mismo  año,  contra  la  cual  la  parte 
acusadora  introdujo  recursos  de  casa¬ 
ción,  por  estimar  violadas  las  leyes 
contenidas  en  los  artículos  22  inciso 
8?  100  fracción  2^-407-inciso  5?  del 
Código  Penal,  y  160  del  de  Procedi¬ 
mientos  Penales;  y  el  reo  por  conside¬ 
rar  infringidas  las  que  expresan  los 
artículos  286  del  Decreto  272-408-in- 
ciso  59;-l-2-15-20-inciso  12  del  Código 
Penal;  3-27  inciso  2,-28-259-568-573 
y  677  inciso  49  del  de  Procedimientos 
Penales. 

Considerando:  que  por  no  reunir  la 
confesión  prestada  todos  los  requisitos 
que  exige  el  artículo  609  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  hasta  ahora 
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no  está  plenamente  probada  la  preexis¬ 
tencia  del  delito,  prueba  que  debe 
rendirse  en  el  juicio,  civil  respectivo. 
Se  violó  pues  el  artículo  408  del  Códi¬ 
go  Penal  en  su  inciso  50  ya  que  no  hay 
prueba  de  que  el  enjuiciado  niegue  la 
existencia  del  depósito,  como  lo  expre¬ 
sa  el  artículo  286  del  Decreto  272,  ni 
se  haya  apropiado  o  distraído  el  dine¬ 
ro  que  cobró. 

Considerando:  que  por  lo  expuesto 
anteriormente  se  ve  que  este  es  el  caso, 
de  una  cuestión  prejudicial  que  debe 
resolverse  previamente,  de  conformi¬ 
dad  con  lo  que  establece  el  Código  de 
Procedimientos  Penales  en  el  Capítulo 
11,  libro  1,  título  1. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  fundándose  en  las  leyes  citadas 
y  en  lo  que  prescribe  el  artículo  687 
del  mismo  cuerpo  de  leyes  ya  citado, 
casa  y  anula  la  sentencia  recurrida  y 
resolviendo  en  lo  principal  declara 
insubsistente  el  cargo  formulado  a 
Abelardo  Solís. 

Notifíquese  y  con  certificación  de¬ 
vuélvanse  los  autos. 

Antonio  G.  Sara  vía.— José  A.  Beteta. — 
,T.  Manuel  Klée. — Quirino  Flores  y  Flo¬ 
res. — J.  Antonio  Godoy. 

José  Salazar  Z., 

Secretario. 


CRIMINAL 


Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  casación 
por  no  haberse  violado  la  ley  que  se  cita 
como  tal 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Gua¬ 
temala,  cinco  de  abril  de  mil  novecien¬ 
tos  quince. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus 
antecedentes,  se  tiene  a  la  vista  la 


sentencia  de  cinco  de  febrero  del  año 
en  curso,  en  la  que  la  Sala  5^  de 
Apelaciones  aprueba  el  fallo  que  el 
Juez  departamental  de  Chiquimula 
dictó  el  diez  de  diciembre  del  año  de  mil 
novecien  tos  catorce,  con  las  reformas 
siguientes:  que  la  pena  de  seis  años 
ocho  meses  de  prisión  correccional  que 
por  el  delito  de  homicidio  impone  al 
reo  Adrián  Medrano,  es  inconmutable, 
y  la  de  un  año  cuatro  meses  que  le 
impone  por  el  delito  de  atentado,  es 
conmutable  hasta  en  sus  dos  terceras 
partes  a  razón  de  cincuenta  centavos 
diarios,  debiendo  purgar  ambas  penas 
una  en  pos  de  otra  por  orden  de  su 
gravedad  en  la  Penitenciaría  Central. 

Resulta:  que  el  nueve  de  mayo  de 
mil  novecientos  catorce,  a  las  ocho  y 
treinta  minutos  de  la  noche,  el  Juez  de 
1*1  Instancia  de  Chiquimula  oyó  tres 
disparos  de  revólver  en  dirección  al 
Instituto  de  Varones,  por  lo  que  se 
dirigió  a  dicho  lugar  y  encontró  que 
un  grupo  de  personas  rodeaban  a  un 
individuo  que  estaba  botado  en  el 
suelo,  a  quien  interrogó  y  dijo  llamarse 
Lorenzo  Linares,  agente  de  policía. 
No  conoció  a  su  heridor,  pero  sí  vió 
que  vestía  de  negro  y  era  calzado:  que 
salió  por  la  puerta  del  'Instituto  de 
Varones  y  dirigiéndose  al  que  habla, 
le  disparó  varios  tiros,  entrándose 
en  seguida  al  Instituto:  ampliando  esa 
declaración  agregó  Linares:  que  regre¬ 
saba  de  la  guardia  a  donde  llevó  un 
preso,  y  cuando  pasaba  por  el  Instituto 
de  Señoritas  vió  que  estaban  dos 
individuos  al  lado  opuesto  en  la  puerta 
del  Colegio  de  Varones,  uno  de  ellos 
vestido  con  pantalón  negro  y  saco 
claro,  sin  sombrero,  y-el  otro  vestido  de 
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negro;  este  último  le  dijo  al  primero: 
“la  espero  a  las  nueve,”  dirigiéndose  al 
lugar  por  donde  el  declarante  venía,  y 
al  llegar  a  media  calle  le  hizo  el  primer 
disparo,  que  no  le  acertó,  y  entonces 
su  agresor,  acercándose  más,  volvió  a 
dispararle  hiriéndolo;  que  no  tenía 
antecedentes  con  su  agresor. 

Resulta:  que  se  examinó  a  Alberto 
Lemus,  y  dijo:  que  por  tener  que 
arreglar  unas  cuentas  poco  después  de 
las  ocho  de  la  noche,  se  dirigió  al 
Salón  General  cuanda  oyó  dos  disparos 
cerca  de  la  puerta  del  Colegio  y  que 
cuando  salió  a  la  puerta  del  salón  vió 
que  un  individuo  calzado,  vestido  de 
negro,  corría  del  primer  patio  al  segun¬ 
do,  y  cuando  llegó  a  la  tapia  que  divide 
el  Establecimiento  de  la  casa  del  Gene¬ 
ral  Cuéllar,  intentó  subirse  en  la  pared, 
y  como  no  lo  lograra  regresó  al  primer 
patio,  donde  se  hizo  encuentro  con  el 
Mayor  de  Plaza;  que  no  conoció  a  ese 
sujeto;  y  el  Juez  instructor  hace  cons¬ 
tar  que  el  declarante  viste  pantalón 
de  casimir  cafó  y  saco  blanco  amari¬ 
llento. 

Resulta:  que  interrogado  el  reo 
Adrián  Medrano  dijo:  que  fue  después 
de  las  ocho  de  la  noche  cuando  lo  puso 
preso  una  escolta  de  armas  en  el  Institu¬ 
to  de  Varones  de  donde  es  Inspector,  y  el 
motivo  de  su  prisión  es  por  haber  hecho 
dos  disparos  de  revólver  a  un  individuo 
que  estaba  parado  en  la  calle  y  que  no 
conoce,  haciéndole  los  disparos  porque 
creyó  que  lo  iba  a  atacar. 

Resulta:  que  del  informe  médico 
quirúrgico  aparece  que  el  herido  falle¬ 
ció  a  consecuencia  de  la  lesión  que 
presentaba.  A  fojas  21  se  encuentra 
la  partida  de  defunción;  y  a  fojas  29  la 


diligencia  de  confesión  con  cargos,  en 
la  que  aparecen  formulados  al  reo  los 
delitos  de  homicidio  y  atentado. 

Resulta:  que  a  solicitud  del  defensor 
se  recibió  la  causa  a  prueba  por  el 
término  de  quince  días,  y  se  propuso 
el  examen  de  tres  testigos  para  compro¬ 
bar  la  buena  conducta  del  reo,  y  que  no 
le  es  habitual  la  embriaguez. 

Resulta:  que  llamados  autos  con 
citación  se  pronunció  la  sentencia  de 
primera  instancia  que  la  Sala  aprobó 
en  el  sentido  que  se  deja  indicado  y 
contra  la  cual  se  interpuso  este  recur¬ 
so  por  violación  del  artículo  79  del 
Código  Penal. 

Considerando:  que  el  artículo  indi¬ 
cado  no  fue  violado  por  la  Sala,  porque 
al  referirse  a  la  atenuante  de  la  em¬ 
briaguez  no  habitual,  establece  que  no 
hizo  aplicación  de  ella,  por  no  estimarla 
como  circunstancia  muy  calificada  para 
disminuir  la  pena  de  conformidad  pre¬ 
cisamente  con  esa  ley  que  se  dice 
infringida. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  con  apoyo  en  la  ley  citada  y 
en  lo  que  prescribe  el  artículo  690  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  de¬ 
clara  sin  lugar  el  recurso  interpuesto, 
impone  al  reo  quince  días  de  arresto 
conmutables  conforme  al  Código  Penal; 
y  manda  que  con  la  certificación  del 
caso  se  devuelvan  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Antonio  G.  Sakavia _ José  A.  Beteta. — 

J.  Manuel  Klée. — Quirino  Flores  y  Flo¬ 
res. — J.  Antonio  Godoy. 

José  Salazar  Z., 

Secretarlo. 
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CUADRO  ; 

que  demuestra  el  número  de  resoluciones  dictadas  por  los  Tribunales  de  la 
República  en  el  mes  de  marzo  de  1915 


TRIBUNALES 


1  Sala  1‘  de  Apelaciones. .. 

2  Sala  2'  de  Apelaciones. . . 

3  Sala  3“  de  Apelaciones.  .. 

4  Sala  4*  de  Apelaciones... 

5  Sala  5“  de  Apelaciones. 


6  Juzgado  1“  de  1*  Instancia - 

7  Juzgado  2?  de  1*  Instancia . . 

8  Juzgado  39  de  1*  Instancia  .  . 

9  Juzgado  49  de  1*  Instancia - ... 

10  Juzgado  59  de  1*  Instancia . . . 

11  Juzgado  69  de  1*  Instancia .  _ 

12  Sacatepéquez . . . 

13  Amatitlán . . 

14  Escuintla - - - 

15  Suchitepéquez . -r - -  . 

16  Retalhuleu . - . . 

17  San  Marcos... . . . 

18  Quezaltenango,  l9  de  l9  Instancia . 

19  Quezaltenango,  29  de  1*  Instancia. 

20  El  Progreso . .  . . 

21  Totonicapán . - . 1. 

22  Quiche _ _ 

23  Chimaltenango . 

24  Sololá . . . . . 

25  Huehuetenango . ... 

26  Baja  Verapaz . - - - 

27  Alta  Verapaz - - - 

28  Santa  Rosa . - . 

29  Jutiapa . . . 

30  Chiquimula . - . . 

31  Jalapa . ~ . 

32  Zacapa . . . 

33  Izabal - - - 

34  Petén - - - 


COMANDANCIAS  DE  ARMAS 

35  Guatemala - - 

36  Sacatepéquez . . . 

37  Amatitlán . . — 

38  Escuintla . . . 

39  Suchitepéquez . . . 

40  Retalhuleu . . . . 

41  San  Marcos . . . . . 

42  Quezaltenango . . . 

43  El  Progreso  - - - 

44  Totonicapán . . . . . 

45  Quiché _ _ 4.. 

46  Chimaltenango . . . 

47  Sololá . . . 

48  Huehuetenango .  . . 

49  Baja  Verapaz . . . 

50  Alta  Verapaz . . . 

51  Santa  Rosa . 

52  Jutiapa . . . . 

53  Chiquimula . . . .  . . 

54  Jalapa . . . . 

55  Zacapa . . . 

56  Izabal . 

57  Petén . 


Suma. 


RAMO  CIVIL 


27 
18 
18 
38 
•  5 
320 
272 
105 


Autos  Sentencias 


89 

53 

50 

63 

71 


148 

110 

189 

66 

67 
101 

68 

7 
23 

-  64 
38 
SO 
160 
40 
98 
18 

8 


12 


2,397 


63 


RAMO  CRIMINAL 


Autos  Sentencias 


9 

26 

22 

46 

39 


4 

3 

11 

29 

18 


60 


80 

32 

68 

95 

72 

47 


78 

91 

399 

26 

111 

179 
87 
74 
72 
67 
63 

238 

180 
99 
87 
25 


59 

16 

18 

25 

5 

2 

7 

8 
58 


1 

1 

1 

2 

2 

41 

1 

2 

1 

93 

3 
1 
2 

4 
1 
3 


10 


6 

15 

8 

4(1 

84 

9 

12 

218 


25 

5 

13 

1 


3,108 
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Civil  I  Criminal 


29 

46 

12 


11 


16 

102 

25 


109 


170 


NOTA:  Los  datos  que  no  aparecen  no  se  han  recibido.— La  Corte  Suprema  mantiene  los  asuntos  al  día. 


CUADRO 


de  los  señores  Magistrados  de  las  Salas  4^  y  5?-  de  la  Corte  de  Apelaciones,  Magis¬ 
trados  Suplentes  de  las  cinco  Salas,  empleados  principales  del  Poder  Judicial, 
Funcionarios  Militares  y  Vocales  de  la  Corte  Marcial;  Distritos  jurisdiccionales  de 
las  cinco  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  y  de  los  Jueces  Departamentales. 


Sala  Ifí  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Presidente,  Lie.  don  Ricardo  C.  Castañeda 
Magistrado,  Lie.  don  Delfino  Santisteban 
Magistrado,  Lie.  don  Elíseo.  Amézquita 
Fiscal,  Licenciado  don  Enrique  R.  Mehlman 
Procurador,  Lie.  don  Carlos  Urrutia 
Secretario,  don  Gabriel  Cojulún 

Sala  5 “  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Presidente,  Licenciado  don  Silvano  Duarte 
Magistrado,  Licenciado  don  José  A.  Medrano 
Magistrado,  Licdo.  don  Pedro  Penagos 

Fiscal,  Licenciado  don  Antonio  Castañeda 

\ 

Procurador,  don  José  María  Bonilla 
Secretario,  don  Gregorio  M.  Barrientos 

Magistrados  Suplentes: 

De  la  Sala  I51,  Lie.  don  Fernando  Aragón  D. 
De  la  Sala  1^,  Lie.  don  Ramiro  Fernández 
De  la  Sala  2^,  Lie.  don  Abel  Girón 
De  ki  Sala  2^,  Lie.  don  Federico  O.  Salazar 
De  la  Sala  3^,  Lie.  donFranciscoContrerasB. 
De  la  Sala  3^,  Lie.  don  Salvador  Samayoa 
De  la  Sala  4^,  . Lie.  don  Domingo  R.  Fuentes 
De  la  Sala  4^,  Lie.  don  Mariano  López  Pacheco 
De  la  Sala  Lie.  don  Fidencio  Duque 
De  la  Sala  5®,  Lie.  don  Antonio  Girón  y  G. 

Empleados  especiales: 

Director  de  la  “Gaceta,”  Licenciado  don 
José  González  Piloña. 

Bibliotecario  de  la  Corte,  don  J.  Ramón 
Pareja. 


Receptor  de  Fondos  de  Justicia,  don  Ángel 
Ignacio  Rubio. 

Funcionarios  militares : 

Comandante  de  Armas,  General  don  José 
Reyes.  ) 

Auditor  de  Guerra,  Licenciado  don  Fer¬ 
nando  Aragón  D. 


CORTE  MARCIAL  DE  LA  REPÚBLICA 

Vocales  militares  para  la  Corte  Suprema 
de  Justicia: 

Propietario,  General  don  José  Reyes 
Propietario,  General  don  José  Claro  Chajón 
Suplente,  General  don  José  María  Lima 
Suplente,  General  don  José  María  Orellana 

Vocales  militares  para  las  Salas  la .,  %a.  y  3a. 
de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Propietario,  General  don  Apolinario  Ortiz 
Propietario,  General  don  Flavio  Oval  le 
Suplente,  Coronel  don  Francisco  Mollinedo 
Suplente,  Coronel  don  Juan  J.  Álvarez 

Vocales  militares  para  la  Sala  Ift  de  la 
Corte  de  Apelaciones: 

Propietario,  General  don  Francisco  Fuentes 
Propietario,  Coronel  don  Encarnación  Juárez 
Suplente,  Coronel  don  Raimundo  Aguilar 
Suplente,  Coronel  don  Manuel  E.  Ríos 


Continuación  del  Cuadro  anterior. 


Vocales  militares  para  la  Sala  5a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones: 

Propietario,  General  don  Antonio  Bonilla 
Propietario,  Coronel  don  Gregorio  Barrientos 
Suplente,  Coronel  don  Ismael  Salazar 
Suplente,  Coronel  don  Gregorio  Valvert. 

DISTRITOS  JURISDICCIONALES  ' 

Sala  la.  de  la  Corte  ‘ de  Apelaciones: 

Juzgado  1?  y  6°  de  Guatemala,  y  Juzgados 
de  l9  Instancia  y  Comandancias  de  Armas  de 
Chimaltenango,  Peten,  Santa  Rosa  y  El  Pro¬ 
greso.  . 

Sala  2a.  ele  la  Corte  de  Apelaciones: 

Juzgados  2°  y  4o  de  1-  Instancia  dé  Gua¬ 
temala  y  Juzgados  de  l9  Instancia  y  Coman¬ 
dancias  de  Armas  de  Amatitlán,  Alta  y  Baja 
Verapaz  y  Escuintla. 

Sala  3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones: 


Jueces  de  la.  Instancia  Departamentales: 

Juez  l9— Licdo.  don  Fede¬ 
rico  O.  Salazar. 
Juez  29 —  Licdo.  don  Adal¬ 
berto  Aguí  lar  F. 
Juez  Licenciado  don  Ro- 


Guatemala 


Juez 


Juez 


Juez 


drigo  Amado. 

49 — Licdo  don  Vitalino 
Martínez  D. 

5  9 — Licdo.  don  Alfre¬ 
do  Alarcón  O. 

69 — Licdo.  don  Carlos 
Castellanos  R. 


Quezaltenango  Juez  l9  — Lie.  don  Jo?é  Luis 
Arenas. 

Quezaltenango  Juez  29 — Lie.  don  Procopio 
Martínez. 

Amatitlán  ....  Licdo.  don  Luis  Mendoza  G. 
Alta  Verapaz  .  Lie.  don  Salvador  Guerra  V. 
Baja  Verapaz  .  Lie.  donRafael  Padilla  Nanne. 
Chimaltenango  Licdo.  don  Jerónimo  Lima. 
Chiquimula .  .  .  Licdo.  don  Antonio  Girón  y 
Girón. 


Juzgados  3?  y  5"  de  V  Instancia  de  Gua¬ 
temala,  Comandancia  de  Armas  de  Guatemala 
y  Juzgado  y  Comandancia  de  Armas  de 
Sacatepéquez. 

Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Juzgados  1“  y  29  de  l9  Instancia  y  Co¬ 
mandancia'  de  Armas  de  Quezaltenangj  y 
Juzgados  de  l9  Instancia  y  Comandancias  de 
Armas  de  San  Marcos,  Totonieapán,  Huehue- 
tenango,  Quiché,  Sololá,  Suchitepéquez  y 
Retalhuleu. 

Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Juzgados  de  l9  Instancia  y  Comandancias 
de  Armas  de  los  departamentos  de  Jutiapa, 
Jalapa,  Chiquimuh*,  Zacapa  e  Izabal. 


Escuintla . 

Jíl  Progreso  . .  Lie.  don  Valeriano  R.  Recinos 
Huehuetenango  Licdo.  don  Federico  Morales 
Izabal .  Licdo.  don  José  María  Ser¬ 

gio  Camargo. 

Jalapa .  Licdo.  don  Fidencio  Duque. 

Jutiapa .  Lie.  don  Federico  Carbonell. 

Petén .  Licdo.  don  Clodoveo  Berges. 

Quiché .  Licdo.  don  Rodolfo  Rivera  V. 

Retalhuleu  .  . .  Licdo.  don  Rafael  Ordóñez 

Solís. 


Sacatepéquez  .  Licdo.  don  Manuel  Arana  S. 
Suchitepéquez  * 


Sololá .  Licdo.  don  Pedro  A.  Ibáfiez. 

San  Marcos  .  .  Lie.  don  Felipe  L.  Carrascosa. 
Santa  Rosa .  . .  Licdo  don  Manuel  Rojas  M. 
Totonieapán  . .  Licdo.  don  Trinidad  Aguilar. 
Zacapa  . Lie.  don  Emeterio  Girón  E. 


NOTA  19—  El  despacho  de  los  asuntos  del  ramo  criminal 
está  a  carero  de  los  J  ueces  49,  59  y  09  de  19  Instancia  de  este 
Departamento,  entre  quienes  se  dividen  las  causas  con 
igualdad. 

NOTA  29— En  materia  Civil.  loS  Juzgados  19.  29  y  39  de  19 
Instancia  de  la  capital  conocen  indistintamente  de  los 
asuntos  de  los  cuatro  Juzgados  de  Paz  de  esta  ciudad  y  de  los 
originarios  de  los  pueblos  de  este  departamento. 


Guatemala,  abril  de  1915.' 

J.  RAMÓN  PAREJA, 
Oficial  IV 


